AVANCES EN MATERIA DE POLITICAS DE EMPLEO Y TRABAJO DECENTE EN PANAMA

Presentación del Lic. Edwin Salamín Jaén, Viceministro de Trabajo de Panamá

El Gobierno de Panamá que asumió el 1 de septiembre de 2004, ha asignado un alto grado de prioridad al objetivo de fomento del empleo y el trabajo decente en favor de las mayorías del país en el marco de las políticas y estrategias de desarrollo económico y social.


Entre las prioridades de dichas políticas están la creación de las condiciones para el fomento del crecimiento económico, la inversión y la generación de empleos de calidad.  Al mismo tiempo el gobierno se propone fortalecer la inversión social para el desarrollo y promover la equidad y justicia social en las relaciones laborales.


Prueba de ello, es el crecimiento sostenido de la economía en los últimos 3 años alcanzando en el 2005 un 6.5%, en gran parte sustentado por el crecimiento de los ingresos provenientes de actividades vinculadas en el exterior.


Para garantizar niveles adecuados de inversión, el gobierno adoptó un proceso de saneamiento de las finanzas públicas en su primer año, a través de la aprobación de reformas fiscales, con principios de progresividad, a partir de una mayor contribución proveniente de impuestos directos y el fortalecimiento de la administración tributaria, acompañado de medidas de racionalidad en el gasto público.    Ello asegurará una  mayor equidad de la política tributaria sin afectar las condiciones financieras de las empresas ni las decisiones de invertir en el país y aumentará la capacidad de generar inversiones públicas en proyectos de infraestructura económica y social para apuntalar la gran economía de servicios y para mejorar la producción de ingresos de los pequeños productores agropecuarios y de la pequeña economía informal.  Los proyectos de modernización de los puertos, de construcción de infraestructura en favor del turismo, de caminos y carreteras de producción, entre otros, deben inscribirse también en este esfuerzo.

Otro factor que condiciona el crecimiento y la inversión se refiere a la seguridad jurídica, la transparencia en la administración pública y la gobernabilidad del país y en esa línea el Gobierno está trabajando intensamente para el combate a la corrupción y para asegurar una estabilidad en las reglas del juego en la sociedad y economía panameña.  Uno de estos avances se refiere a las reformas constitucionales que se aprobaron durante los primeros seis meses de gobierno y que aseguran avances fundamentales en materia del reordenamiento y modernización de los Órganos del Estado.


En la agenda de los problemas macros se impulsó una reforma a la seguridad social, con el fin de rescatar financieramente la entidad manteniendo los principios de universalidad y solidaridad que la sostienen.  Las reformas fueron el producto de una mesa de diálogo en la que participaron todos los sectores concernidos (trabajadores, empresarios, los profesionales de salud, los jubilados y pensionados, Consejo de Rectores, Consejo Episcopal, Consejo Ecuménico, Programa de Naciones Unidas, Gremios Profesionales, Asamblea Legislativa e Instituciones del Estados, entre otros). En su esencia, las reformas implicarán una contribución importante de todos los sectores, pues en este tema no hay fórmulas mágicas, por lo cual éstas combinan medidas relativas a un incremento de las contribuciones de los miembros del sistema, de acuerdo con los ingresos que estos perciben, un ajuste en la magnitud de los beneficios que reciben los asegurados sin afectar la equidad del sistema y un ajuste en la edad de retiro con base en consideraciones humanas y de desgaste de la fuerza de trabajo.

Las reformas incluyen medidas destinadas a mejorar la eficiencia necesaria para una administración eficaz y transparente de la institución, para erradicar la morosidad de los contribuyentes, a mejorar la calidad de los servicios que se prestan y a promover una ampliación de la cobertura de la seguridad social en favor de las mayorías conforme a los principios que la sustentan.  


El Gobierno se propone atender el presente año un macroproyecto estratégico para el desarrollo nacional que se refiere a la ampliación del Canal de Panamá con el fin de mantener la competitividad de esta vía acuática y en consecuencia del país como destino de inversiones nacionales y extranjeras.  En este tema ya se están concluyendo los estudios de evaluación integral (opciones, impacto ecológico, económico y social, etc.) y se espera hacia fines del presente año someter a consulta popular  una decisión final al respecto, lo cual asegurará una  decisión democrática que la nación entera debe ponderar.


Finalmente en el ámbito de las macropolíticas, el gobierno ha avanzado significativamente en la negociación del tratado de libre comercio con los Estados Unidos de Norteamérica, quedando pendiente una ronda de negociación principalmente sobre el tema agrícola.  Este proceso se ha llevado a cabo responsablemente con la participación y consulta de los más amplios sectores del país y se ha seguido como estrategia de negociación la búsqueda de máximos beneficios para el país, minimizando los costos económicos y sociales que han de pagarse en dicho proceso, bajo los criterios de equidad y justicia que guían la presente administración.


Igualmente se mantienen programas directos de combate a la pobreza a partir del Fondo de Inversión Social (FIS) que atiende directamente las necesidades de los grupos más pobres del país (poblaciones campesinas e indígenas).  Dichos programas se orientan no sólo con fines asistenciales sino también para desarrollar la capacidad productiva de los más pobres (proyectos de apoyo productivo).

Es importante señalar que en todas estas orientaciones de política económica y de empleo se ha tenido muy en cuenta la contribución de OIT con el ejercicio de Análisis y Revisión de Políticas de Empleo (ARPE) llevado a cabo en años anteriores y que el Gobierno está interesado  en actualizar.

Como parte de esta actualización el Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral (MITRADEL), está participando de la organización y fortalecimiento del Sistema de Capacitación y Empleo, a fin de lograr un mayor impacto de los programas de educación, formación profesional y capacitación del Gobierno a través del mejoramiento de las oportunidades de empleo de los egresados de dichos programas.  Además, recientemente se han adoptado medidas para integrar los recursos que diversas entidades dedican a la formación profesional y capacitación y manejarlos de una manera racional y coherente a partir de una nueva entidad denominada Instituto Nacional de Formación Profesional y Capacitación para el Desarrollo Humano (INADEH).


En este sentido, el MITRADEL en la actualidad está fortaleciendo los servicios de empleo tanto a empresas como trabajadores en términos de información del mercado de trabajo y orientación ocupacional, registro y colocación de mano de obra, análisis y políticas de empleo y mercados de trabajo.  Por otra parte, se da atención especial a los grupos poblacionales más excluidos como las personas con discapacidad, y otros grupos intensamente afectados por desempleo o empleo precario,  como los jóvenes, mediante el diseño de un Plan Nacional de Empleo Juvenil que impulsará en conjunto con el Ministerio de Desarrollo Social y la asistencia técnica de la OIT.  Al respecto ya se dispone de un documento preliminar de plan de empleo juvenil, el cual se consultará con las organizaciones de empleadores y trabajadores y las propias organizaciones de jóvenes.  Además, se están desarrollando estudios tendientes a crear programas de incremento de las posibilidades de empleo de mujeres, indígenas y trabajadores informales atendiendo criterios de inclusión social y de género.


Como parte de este proceso de modernización y eficiencia de los servicios de empleo se está desarrollando la bolsa electrónica de trabajo con el software diseñado por la OIT y se realizarán esfuerzos para descentralizar estos servicios a nivel provincial y municipal y se avanzará en la coordinación con las agencias privadas de empleo, particularmente las agencias no lucrativas de la Fundación del Trabajo de Panamá y las que se puedan crear entre las organizaciones de empleadores y trabajadores.


Igualmente, con asistencia de OIT,  se está avanzando en el desarrollo del sistema de información del mercado laboral, integrando información de diversas fuentes relacionadas con la oferta y demanda de fuerza de trabajo.  Ello permitirá un proceso más eficiente de orientación del sistema de capacitación y empleo, así como los que están en el ámbito del sistema educativo formal panameño.


Además con el objetivo de estimular la demanda laboral, continuamos brindando apoyo a la conformación de microempresas a partir de la experiencia de nuestro Ministerio en el desarrollo del modelo básico del Proyecto de Escuela de Empresas, en el cual se le brinda infraestructura, asistencia gerencial, entre otros, a aquellos proyectos de microempresas que a futuro tengan un impacto significativo en el empleo, brindándoles tutoría por un período de 2 años, lo cual requiere además mantener alianzas estratégicas con entidades rectoras de áreas como emprendimiento, cooperativismo, formación profesional y capacitación y organismos de crédito. 


El MITRADEL avanza igualmente en el fortalecimiento de la administración del trabajo teniendo como prioridades la modernización de la inspección laboral para vigilar el cumplimiento efectivo de la legislación laboral y social, de las normas de salud y seguridad en el trabajo y en general de los principios y derechos fundamentales en el trabajo que dicen de la libertad sindical, la negociación colectiva y la lucha contra la discriminación y por la erradicación del trabajo infantil.  Al respecto se ha avanzado en la elaboración de un anteproyecto de ley orgánica del Ministerio que permitirá modernizar su estructura y fortalecer sus programas y presupuesto.  Dicho anteproyecto será sometido a consulta de las organizaciones de empleadores y trabajadores.


Consideramos también que deben promoverse mecanismos e instancias permanentes de Diálogo Social Tripartito, no sólo para mejorar las condiciones de trabajo, sino que permitan que las políticas públicas de generación de empleo y trabajo decente tengan además de viabilidad técnica, legitimidad social, a través de la creación de un Consejo Económico y Social que facilite el desarrollo de una nueva cultura laboral mediante el debate de los problemas fundamentales tanto de trabajadores como de empresarios y el consenso de sus soluciones. 


En síntesis, el Gobierno de Panamá, presidido por el Licdo. Martín Torrijos Espino,  está avanzando apreciablemente en el desarrollo de políticas económicas, políticas de empleo, políticas sociales y laborales bajo un enfoque de integralidad y de trabajo decente, siguiendo de cerca los principios de las normas internacionales de trabajo, particularmente el convenio sobre la política de empleo y demás instrumentos relacionados, y por supuesto teniendo también como referencia los convenios fundamentales y prioritarios de la OIT.
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